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(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal      
Demandante:   Nancy Yanet Mora Rojas y Otros     

Demandado: Constructora Cerros Verdes S.A.S. y Otros  
Radicado:   11001290000020191311401  
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 
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por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 
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(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal      
Demandante:  Nohora Rodríguez Duarte      

Demandado: Pedro Javier Gómez Pimiento   
Radicado:   1100140030122020007500  
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 
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por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 
 

Proceso:  Verbal          
Demandante:  Richard Estiben Mogollón Abril        
Demandado;  Equidad Seguros Generales Organismo 

Cooperativo    
Radicado:  111001400301320200053001  
  

Teniendo en cuenta los informes secretariales que anteceden1, se encuentran 
las actuaciones procesales al despacho a fin de decidir la solicitud del 
apoderado judicial del demandante Richard Estiben Mogollón Abril, de 
declarar la pérdida de competencia por virtud del artículo 121 del Código 
General del Proceso2. 
 
Para resolver, se CONSIDERA: 
 
1. El apoderado judicial del demandante Richard Estiben Mogollón Abril, como 
fundamento para que se declare la pérdida automática de competencia señaló 
que según consta en la pagina de la Rama Judicial fue radicada la segunda 
instancia desde el 3 de marzo de 2022 sin que, a la fecha, vencido el término 
del artículo 121 del Código General del Proceso se haya decidido en segunda 
instancia. 
 
2. El artículo 121 ejusdem, establece que: “Salvo interrupción o suspensión del 
proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para 
dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del 
auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o 
ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia no podrá ser 
superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente en la 
secretaría del juzgado o tribunal (…)” 

 
3. Conforme al caso planteado por la demandante por conducto de su 
apoderado judicial, se hace necesario traer a colación las siguientes 
providencias mediante las cuales se fijó una línea jurisprudencia en torno a 
los supuestos necesarios para que opere la perdida de competencia 
automática siguiendo los derroteros señalados por las altas Cortes. 
 
3.1. La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, con ponencia del 
Magistrado Dr. Luis Alonso Rico Puerta, dentro del radicado No. 05001-31-
03-013-2008-00200-01 15, en providencia de fecha 25 de mayo de 2022, 
puntualizó: “Para arribar a la conclusión que se anunció supra, debe recalcarse que 
la conformidad del artículo 121-2 del Código General del Proceso con la Constitución 
Política depende de que se entienda «que la pérdida de la competencia sólo se 
configura cuando, una vez expirado el plazo legal sin que se haya proferido la 
providencia que pone fin a la instancia procesal, una de las partes alegue su 
configuración», conforme lo decantó la Corte Constitucional en el fallo C-443/19, ya 
citado. Es decir, para que se consolide el supuesto de pérdida de competencia que 
consagra la codificación procesal vigente, se requiere que (i) acaezca el vencimiento 
del plazo máximo de duración del proceso sin que se hubiera emitido sentencia, y 
que (ii) una de las partes invoque dicha circunstancia ante el juez o magistrado 

 
1  Es de destacar que pese haberse elevado la solicitud de perdida de competencia el 3 de octubre de 2022, 

la misma no se había resuelto por cuento no se había agregado el memorial al expediente por el funcionario 
responsable de ello como se indicó en el informe secretarial visible a PDF 11. 
2  01CuadernoSegundaInstancia PDF 10 
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cognoscente, con antelación al proferimiento de aquella providencia. De lo expuesto 
se sigue que la expiración del lapso durante el cual se debe finiquitar la instancia no 
conlleva la pérdida “automática” de competencia del funcionario que conoce la causa, 
por lo que no habría razón para considerar viciado de nulidad el trámite posterior al 
referido vencimiento. En cambio, cuando a la extinción del plazo se suma el reclamo 
de parte, el supuesto del artículo 121 quedaría consumado –al menos por regla 
general–, comprometiendo la validez de las actuaciones que a continuación adelante 
el juez o magistrado que perdió competencia para componer la litis. “Ciertas 
situaciones excepcionales, como el «uso desmedido, abusivo o dilatorio de los 
medios de defensa judicial» (Cfr. CC T-341/18), o «el cambio de titular del Despacho» 
(Cfr. CSJ STC12660- 2019), desaconsejarían contabilizar el término de duración del 
proceso de forma puramente objetiva”. (…) Sin embargo, debe insistirse en que la 
efectiva anulación de «la actuación posterior que realice el juez que haya perdido 
competencia para emitir la respectiva providencia» no depende solamente de que se 
produzcan los hechos tipificados en el artículo 121, sino también de que alguna de 
las partes pida que la nulidad se declare, porque siendo esa irregularidad saneable, 
quedará convalidada si no se invoca antes de que se emita la sentencia respectiva. 
Esa consecuencia, expresamente contemplada en la declaratoria de exequibilidad 
condicionada del inciso sexto del aludido canon 1219, pero implícitamente 
contemplada en el texto legal original –según lo expuesto supra–, está relacionada 
con los supuestos de saneamiento previstos en los numerales 1 y 4 del artículo 136 
del Código General del Proceso, porque (i) quien podía proponer la nulidad «no lo 
hizo oportunamente», y (ii) al dictarse la sentencia «el acto procesal Sostuvo la Corte 
Constitucional que ese aparte se ajustaba a la Constitución Nacional «en el entendido 
de que la nulidad allí prevista debe ser alegada antes de proferirse la sentencia, y de 
que es saneable en los términos de los artículos 132 y subsiguientes del Código 
General del Proceso» (C-443/19).(…)”. 

 
3.2. La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en sentencia 
de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, dentro del 
radicado T-1100102030002019-01830-00, señalo: “(…) 3.2. De los apartes 
previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde competencia es 
«el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el conocimiento del asunto, y de 
otro, que esa pérdida es determinante para la calificación de desempeño de dicha 
autoridad judicial, es pertinente colegir que el término mencionado no corre de forma 
puramente objetiva, sino que -por su naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades 
del proceso como el cambio en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con 
ello, dado el cariz personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma 
posesión como juez o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general 
habrá de reiniciarse el cómputo del término de duración razonable del juicio señalado 
en el ordenamiento procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso 
del que venía surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-
, máxime cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como 
factor de evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar 
la sólida jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 
por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
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desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  

 

4. De otra parte, importa precisar que el suscrito tomó posesión del cargo como 
Juez 15 Civil del Circuito en provisionalidad por vacancia temporal mediante 
Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de posesión 230 de 2022 
con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, calenda desde la cual se 
contabilizan los seis meses para la perdida de competencia. 
 
4.1. Como lo mencionó la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en 
cita, el término mencionado en el artículo 121 del Código General del Proceso, 
no corre de forma puramente objetiva, sino que, por su naturaleza subjetiva, 
ha de consultar realidades del proceso como el cambio en la titularidad del 
despacho, lo cual viene aconteciendo, por lo que, en principio, al tomar 
posesión del cargo el suscrito juez, a partir del 26 de agosto de 2022, el 
término de seis meses ha de reiniciarse para este titular en esa data, sin que 
el mismo se encontrará fenecido para el 3 de octubre de 2022 fecha en la que 
se radicó la solicitud de perdida de competencia3, pues tan solo había 
transcurrido un mes y 7 días, desde la posesión del suscrito y la solicitud; 
luego no se dan lo supuestos necesarios para declarar la pérdida de 
Competencia como lo manda el artículo 121 del Código General del Proceso. 
 
4.2. Con todo, téngase en cuenta que dada, la reiterada, incapacidad del juez 
titular concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en 
curso a partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el 
nombramiento como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá 
por el término que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el 
cargo en propiedad.  
 

 
 
4.3. Bastan estas consideraciones para negar la solicitud de pérdida 
automática de competencia, al no estar vencidos los 6 meses de que habla la 
norma en cita. 
 

 
3  CuadernoSegundaInstancia PDF 010SolicitudPerdidCompetencia 
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5. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha,   atendiendo 
que, desde cuando tomé posesión del cargo, esta célula judicial presentaba 
un atraso en todos los perfiles laborales (calificación demandas, autos 
interlocutorios, apelaciones de auto, apelaciones de sentencia, audiencias, 
autos de trámite, entre otros) razón esta por la que, se toma esta 
determinación.  
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado; RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: NEGAR la solicitud del apoderado judicial del demandante 
Richard Estiben Mogollón Abril de pérdida automática de competencia, 
conforme a la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: PRORROGAR el término de la competencia de esta Sede 
Judicial, en el proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha, 
atendiendo la parte considerativa de esta determinación. 
 
TERCERO: En firme esta providencia, reingrese el expediente al despacho 
para resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 
 
 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal      
Demandante:  José Daniel Dueñas Vargas       

Demandado: Banco Financiera S.A.    
Radicado:   11001400301920210019801  
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal      
Demandante:  Claudia Josefina Vargas Palacio       

Demandado: Claudia Josefina Vargas Palacio     
Radicado:   11001400302920210035901  
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Ejecutivo       
Demandante:  Banco Davivienda S.A.       

Demandado: Planit S.A.S. y Otro     
Radicado:   11001400303820190094600 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal        
Demandante:  Edificio Stella P.H.       

Demandado: Yohanna Alexandra Ávila Arroyo      
Radicado:   11001400303920160010303 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal        
Demandante:  Edificio Stella P.H.       

Demandado: Yohanna Alexandra Ávila Arroyo      
Radicado:   11001400304020170186500 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal        
Demandante:  Camilo Jairo Caicedo Martínez        

Demandado: La Equidad Seguros Comerciales       
Radicado:   11001400304320190017400 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Ejecutivo        
Demandante:  Camilo Joaquín Medina Sarmiento         

Demandado: Gabriel José González Chaparro       
Radicado:   11001400304920200038000 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal        
Demandante:  Jaime Tucidides Cortés Cortés         

Demandado: Lorenzo Humberto Martínez Macias       
Radicado:   110014003052201900959 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 
 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal        
Demandante:  Humana Vivir S.A. E.P.S.-S         

Demandado: UROBOSQUE S.A.       
Radicado:   11001400306120180040100 
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 
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por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 

Referencia:  Verbal      
Demandante:  Nohora Rodríguez Duarte      

Demandado: Pedro Javier Gómez Pimiento   
Radicado:   1100140030122020007500  
Proveído:   Prorroga 121 

 
1. Verificado el plenario, es necesario manifestar que, como bien es sabido el 
Juez de segunda instancia tiene el término de seis (6) meses iniciales para 
resolver la instancia, so pena de perder la competencia sobre el asunto, 
contados desde el recibo en el despacho judicial, empero, como se han 
presentado varios cambios de jueces entre el año 2022 y 2023, es menester 
hacer varias precisiones, a juicio de este juzgador el término a que hace 
referencia en artículo 121 en cita es de carácter personal y subjetivo, en el 
entendido que el suscrito se posesionó en provisionalidad por vacancia 
temporal mediante Resolución núm. 63 del 22 de agosto de 2022 y acta de 
posesión 230 de 2022 con fecha de efectividad 26 de agosto de 2022, por tal 
hecho, no es posible que se cuente el término anterior, ya que no se podía 
tramitar por quien ahora funge en calidad de Juez 15 Civil del Circuito. 

 
2. Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, 
dentro del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(…) 3.2. De los 
apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde 
competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 
conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 
calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 
el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que -por su 
naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz 
personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez 
o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general habrá de reiniciarse el 
cómputo del término de duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento 
procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso del que venía 
surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-, máxime 
cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de 
evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar la sólida 
jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 
Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 
sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 
Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 
competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 
lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 
asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 
plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 
de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 
que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 
además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 
como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 
carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 
funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 
con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 
que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 
término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 
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por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 
desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 
la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 
que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 
judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 
para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 
encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 
ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 
mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 
indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 
perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  
 

3. Ahora bien, como de la referida norma existen varias interpretaciones y en 
aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente proceso, el 
despacho prórroga el término de la competencia de esta Sede Judicial, en el 
proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha. 
 
3.1. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 
4. En firme la anterior determinación ingrese el expediente al despacho para 
resolver lo que en derecho corresponda. 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 
 

Proceso:  Verbal 
Demandante:  VISION2CLOUD S.A.S. 
Demandado:  GEOVICTORIA COLOMBIA S.A.S y otra. 
Radicado:  110013103015-2021-00066-00 
Asunto:   Auto resuelve pérdida de competencia. 

Se encuentran las actuaciones procesales al despacho a fin de decidir la 
solicitud del apoderado judicial de las sociedades demandadas, para declarar la 
pérdida de competencia por virtud del artículo 121 del Código General del Proceso1.  

Para resolver, se CONSIDERA:  

Primero. El apoderado judicial del extremo demandado, solicitó para que se 
declare la pérdida automática de competencia señala entre otros, por cuanto fueron 
notificadas las sociedades el 9 de diciembre de 2021, después del traslado de la 
demanda y la proposición de excepciones previas, ha transcurrido el interregno de 
un (1) año y cuatro (4) meses, sin que se dé trámite alguno a la fecha.  

1.1. Consideró que al interior del proceso no se ha surtido actuación alguna 
tendiente a desatar el recurso, por lo cual resulta imperioso poner de presente que 
él término para surtir el trámite en sede de segunda instancia conforme lo 
establecido en el artículo 121 del Código General del Proceso se encuentra 
vencido.  

Segundo. El artículo 121 ejusdem, establece: “Salvo interrupción o suspensión 
del proceso por causa legal, no podrá́ transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar 
sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio 
de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo 
modo, el plazo para resolver la segunda instancia no podrá́ ser superior a seis (6) meses, 
contados a partir de la recepción del expediente en la secretaria del juzgado o tribunal (...)”  

Tercero. Conforme al caso planteado por la sociedad demandada por 
conducto de su apoderado judicial, se hace necesario traer a colación las siguientes 
providencias mediante las cuales se fijó una línea jurisprudencia en torno a los 
supuestos necesarios para que opere la perdida de competencia automática 
siguiendo los derroteros señalados por las altas Cortes.  

3.1. La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, con ponencia 
del Magistrado Dr. Luis Alonso Rico Puerta, dentro del radicado No. 05001-31- 03-
013-2008-00200-01 15, en providencia de fecha 25 de mayo de 2022, puntualizó: 
“Para arribar a la conclusión que se anunció́ supra, debe recalcarse que la conformidad del 
artículo 121-2 del Código General del Proceso con la Constitución Política depende de que 
se entienda «que la pérdida de la competencia solo se configura cuando, una vez expirado 
el plazo legal sin que se haya proferido la providencia que pone fin a la instancia procesal, 
una de las partes alegue su configuración», conforme lo decantó la Corte Constitucional en 
el fallo C-443/19, ya citado. Es decir, para que se consolide el supuesto de pérdida de 
competencia que consagra la codificación procesal vigente, se requiere que (i) acaezca el 
vencimiento del plazo máximo de duración del proceso sin que se hubiera emitido 
sentencia, y que (ii) una de las partes invoque dicha circunstancia ante el juez o magistrado 
cognoscente, con antelación al procedimiento de aquella providencia. De lo expuesto se 

 
1  PDF 27. 
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sigue que la expiración del lapso durante el cual se debe finiquitar la instancia no conlleva 
la pérdida “automática” de competencia del funcionario que conoce la causa, por lo que no 
habría razón para considerar viciado de nulidad el trámite posterior al referido vencimiento. 
En cambio, cuando a la extinción del plazo se suma el reclamo de parte, el supuesto del 
artículo 121 quedaría consumado –al menos por regla general–, comprometiendo la validez 
de las actuaciones que a continuación adelante el juez o magistrado que perdió́ 
competencia para componer la litis. “Ciertas situaciones excepcionales, como el «uso 
desmedido, abusivo o dilatorio de los medios de defensa judicial» (Cfr. CC T-341/18), o «el 
cambio de titular del Despacho» (Cfr. CSJ STC12660- 2019), desaconsejarían contabilizar 
él término de duración del proceso de forma puramente objetiva”. (...) Sin embargo, debe 
insistirse en que la efectiva anulación de «la actuación posterior que realice el juez que 
haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia» no depende solamente de 
que se produzcan los hechos tipificados en el artículo 121, sino también de que alguna de 
las partes pida que la nulidad se declare, porque siendo esa irregularidad sanable, quedará 
convalidada si no se invoca antes de que se emita la sentencia respectiva. Esa 
consecuencia, expresamente contemplada en la declaratoria de asequibilidad 
condicionada del inciso sexto del aludido canon 1219, pero implícitamente contemplada en 
el texto legal original –según lo expuesto supra–, está relacionada con los supuestos de 
saneamiento previstos en los numerales 1 y 4 del artículo 136 del Código General del 
Proceso, porque (i) quien podía proponer la nulidad «no lo hizo oportunamente», y (ii) al 
dictarse la sentencia «el acto procesal Sostuvo la Corte Constitucional que ese aparte se 
ajustaba a la Constitución Nacional «en el entendido de que la nulidad allí ́prevista debe 
ser alegada antes de proferirse la sentencia, y de que es sanable en los términos de los 
artículos 132 y subsiguientes del Código General del Proceso» (C-443/19).(...)”.  

3.2. La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en 
sentencia de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-2019, dentro 
del radicado T-1100102030002019-01830-00, señaló: “(...) 3.2. De los apartes 
previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde competencia es «el 
funcionario» a quien inicialmente se le asignó el conocimiento del asunto, y de otro, que 
esa pérdida es determinante para la calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, 
es pertinente colegir que él término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino 
que -por su naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades del proceso como el cambio 
en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con ello, dado el cariz personal del 
referido lapso legal, cuando un funcionario toma posesión como juez o magistrado de un 
despacho judicial vacante, por vía general habrá́ de reiniciarse el computo del término de 
duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento procesal, en tanto resulta 
desproporcionado mantener el curso del que venía surtiéndose previamente -y sin 
posibilidad de intervención de su parte- , máxime cuando su incumplimiento es 
necesariamente tomado en cuenta como factor de evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el 
particular, resulta pertinente recordar la sólida jurisprudencia que viene construyendo la 
Sala de Casación Laboral de esta Corporación, en la que -con relación al carácter personal 
del término mencionado- ha sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del 
Código General del Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal 
de pérdida de competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de 
fondo, lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 
para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que asumir otro 
funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los plazos establecidos 
en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro de un proceso, un acceso 
eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene que la norma refiere a una 
obligación que recae en el funcionario, al punto que además de la pérdida de su 
competencia, la norma le adjudica esa circunstancia como criterio obligatorio de 
calificación, de lo que se deriva una consecuencia de carácter subjetivo del juez de 
conocimiento que tiene implicaciones adversas al funcionario, sin atender circunstancias 
particulares que como en este caso acontece con el cambio de titular del despacho. Lo 
anterior, llevaría al absurdo de que un juez que llega a desempeñar el cargo faltando 
escasos días para el vencimiento del término otorgado en la norma previamente citada y 
que ya hubiere sido prorrogado por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su 
calificación de desempeño por una conducta que no le es endilgarle. También se puede 
presentar la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 
desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya que no 
se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama judicial en nuestro 
país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen para resolver. Es necesario 
recordar que el objeto de las nulidades procesales se encamina a que sea una medida de 
ultima ratio debido a los efectos adversos que ella genera para los usuarios de la 
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administración de justicia y que repercute en una mayor demora en resolver los procesos 
a su cargo, es por ello que se hace indispensable agotar todos los mecanismos 
indispensables para evitar una perjudicial medida procesal, tales como las medidas de 
saneamiento. (...)”  

Cuarto. En sub examine, la demanda llegó a esta sede judicial proveniente del 
reparto el 17 de febrero de 20212 y fue admitida el 19 de noviembre de 20213, una 
vez presentado el recurso de reposición contra la orden de apremió, este se resolvió 
y se reconoció personería adjetiva al apoderado en proveído 25 de noviembre de 
20224, esto conforme el artículo 301 del Código General del Proceso. 

4.1. Así las cosas, el año de que habla la precitada norma corre de la 
siguiente manera del 25 de noviembre de 2022 a 25 de noviembre de esta calenda, 
interregno que no ha fenecido en el presente asunto.  

4.2. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 
concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a partir 
del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento como juez 15 
Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá D.C., por el término que dure la 
incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en propiedad.  

4.3. Bastan estas consideraciones para negar la solicitud de pérdida 
automática de competencia, al no estar vencido el término de un (1) año del que 
habla la norma en cita.  

Por lo expuesto, el Juzgado; RESUELVE:  

PRIMERO: NEGAR la solicitud del apoderado judicial del extremo 
demandado, de pérdida automática de competencia, conforme a la parte motiva de 
este proveído.  

SEGUNDO: Referente al recurso allegado5 por el extremo demandado, se 
procederá conforme lo señalado en el aparte final del inciso 1º del artículo 109 del 
Código General del Proceso. 

 

 NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 
ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 

Juez 

 
2  PDF 17. 
3  PDF 18. 
4  PDF 22. 
5  PDF 23. 
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 República de Colombia 

Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Verbal          

Demandante:  Isabela Martínez Fabregas       

Demandado; Seguros Generales Sura    

Radicado:  11001319900320210515601  

  

Se encuentran las actuaciones procesales al despacho a fin de decidir la 

solicitud del apoderado judicial de la demandante Isabela Martínez Fabregas, 

de declarar la pérdida de competencia por virtud del artículo 121 del Código 

General del Proceso1. 

 

Para resolver, se CONSIDERA: 

 

1. El apoderado judicial de la demandante Isabela Martínez Fabregas, como 

fundamento para que se declare la pérdida automática de competencia señala 

entre otros, que la decisión de primera instancia se adoptó el 16 de junio de 

2022, siendo devuelto del Tribunal Superior de Bogotá para reparto ante los 

jueces civiles del circuito y habiéndose radicado el 9 de noviembre de 2022 al 

Juzgado 15 Civil del Circuito de Bogotá D.C., quien ordenó mediante auto 

oficiar a la oficina de reparto para corregir el trámite de radicación, ingresando 

el expediente al despacho el 22 de noviembre de 2022 y pese la solicitud de 

impulso procesal adiada 7 de marzo de 2023, sin que se dé trámite a la fecha. 

 

1.1. Consideró que al interior del proceso no se ha surtido actuación alguna 

tendiente a desatar el recurso, por lo cual resulta imperioso poner de presente 

que el término para surtir el trámite en sede de segunda instancia conforme lo 

establecido en el artículo 121 del Código General del Proceso se encuentra 

vencido.   

 

2. El artículo 121 ejusdem, establece que: “Salvo interrupción o suspensión del 

proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para 

dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del 

auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o 

ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia no podrá ser 

superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente en la 

secretaría del juzgado o tribunal (…)” 

 

3. Conforme al caso planteado por la demandante por conducto de su 

apoderado judicial, se hace necesario traer a colación las siguientes 

providencias mediante las cuales se fijó una línea jurisprudencia en torno a 

los supuestos necesarios para que opere la perdida de competencia 

automática siguiendo los derroteros señalados por las altas Cortes. 

 

 
1  01CuadernoSegundaInstancia PDF 15 
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3.1. La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, con ponencia del 

Magistrado Dr. Luis Alonso Rico Puerta, dentro del radicado No. 05001-31-

03-013-2008-00200-01 15, en providencia de fecha 25 de mayo de 2022, 

puntualizó: “Para arribar a la conclusión que se anunció supra, debe recalcarse que 

la conformidad del artículo 121-2 del Código General del Proceso con la Constitución 

Política depende de que se entienda «que la pérdida de la competencia sólo se 

configura cuando, una vez expirado el plazo legal sin que se haya proferido la 

providencia que pone fin a la instancia procesal, una de las partes alegue su 

configuración», conforme lo decantó la Corte Constitucional en el fallo C-443/19, ya 

citado. Es decir, para que se consolide el supuesto de pérdida de competencia que 

consagra la codificación procesal vigente, se requiere que (i) acaezca el vencimiento 

del plazo máximo de duración del proceso sin que se hubiera emitido sentencia, y 

que (ii) una de las partes invoque dicha circunstancia ante el juez o magistrado 

cognoscente, con antelación al proferimiento de aquella providencia. De lo expuesto 

se sigue que la expiración del lapso durante el cual se debe finiquitar la instancia no 

conlleva la pérdida “automática” de competencia del funcionario que conoce la causa, 

por lo que no habría razón para considerar viciado de nulidad el trámite posterior al 

referido vencimiento. En cambio, cuando a la extinción del plazo se suma el reclamo 

de parte, el supuesto del artículo 121 quedaría consumado –al menos por regla 

general–, comprometiendo la validez de las actuaciones que a continuación adelante 

el juez o magistrado que perdió competencia para componer la litis. “Ciertas 

situaciones excepcionales, como el «uso desmedido, abusivo o dilatorio de los 

medios de defensa judicial» (Cfr. CC T-341/18), o «el cambio de titular del Despacho» 

(Cfr. CSJ STC12660- 2019), desaconsejarían contabilizar el término de duración del 

proceso de forma puramente objetiva”. (…) Sin embargo, debe insistirse en que la 

efectiva anulación de «la actuación posterior que realice el juez que haya perdido 

competencia para emitir la respectiva providencia» no depende solamente de que se 

produzcan los hechos tipificados en el artículo 121, sino también de que alguna de 

las partes pida que la nulidad se declare, porque siendo esa irregularidad saneable, 

quedará convalidada si no se invoca antes de que se emita la sentencia respectiva. 

Esa consecuencia, expresamente contemplada en la declaratoria de exequibilidad 

condicionada del inciso sexto del aludido canon 1219, pero implícitamente 

contemplada en el texto legal original –según lo expuesto supra–, está relacionada 

con los supuestos de saneamiento previstos en los numerales 1 y 4 del artículo 136 

del Código General del Proceso, porque (i) quien podía proponer la nulidad «no lo 

hizo oportunamente», y (ii) al dictarse la sentencia «el acto procesal Sostuvo la Corte 

Constitucional que ese aparte se ajustaba a la Constitución Nacional «en el entendido 

de que la nulidad allí prevista debe ser alegada antes de proferirse la sentencia, y de 

que es saneable en los términos de los artículos 132 y subsiguientes del Código 

General del Proceso» (C-443/19).(…)”. 

 

3.2. La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación y Agraria, en sentencia 

de tutela de fecha 18 de septiembre del 2019, STC12660-219, dentro del 

radicado T-1100102030002019-01830-00, señalo: “(…) 3.2. De los apartes 

previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien pierde competencia es 

«el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el conocimiento del asunto, y de 

otro, que esa pérdida es determinante para la calificación de desempeño de dicha 

autoridad judicial, es pertinente colegir que el término mencionado no corre de forma 

puramente objetiva, sino que -por su naturaleza subjetiva- ha de consultar realidades 

del proceso como el cambio en la titularidad de un despacho vacante-. Conforme con 

ello, dado el cariz personal del referido lapso legal, cuando un funcionario toma 

posesión como juez o magistrado de un despacho judicial vacante, por vía general 

habrá de reiniciarse el cómputo del término de duración razonable del juicio señalado 

en el ordenamiento procesal, en tanto resulta desproporcionado mantener el curso 

del que venía surtiéndose previamente -y sin posibilidad de intervención de su parte-

, máxime cuando su incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como 

factor de evaluación de su gestión. 3.3. Sobre el particular, resulta pertinente recordar 
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la sólida jurisprudencia que viene construyendo la Sala de Casación Laboral de esta 

Corporación, en la que -con relación al carácter personal del término mencionado- ha 

sostenido lo siguiente: "De la norma transcrita [artículo 121 del Código General del 

Proceso], se deriva que en efecto, el legislador determinó una causal de pérdida de 

competencia, basándose en el trascurso del tiempo para proferir decisión de fondo, 

lo que quiere decir, que se le otorga a la autoridad judicial un tiempo determinado 

para que resuelva el asunto que tenga a su haber, so pena de que lo tenga que 

asumir otro funcionario judicial por la demora en tomar una determinación en los 

plazos establecidos en la ley, esto con el fin de que se le garantice a las partes dentro 

de un proceso, un acceso eficaz a la administración de justicia. Por lo dicho, se tiene 

que la norma refiere a una obligación que recae en el funcionario, al punto que 

además de la pérdida de su competencia, la norma le adjudica esa circunstancia 

como criterio obligatorio de calificación, de lo que se deriva una consecuencia de 

carácter subjetivo del juez de conocimiento que tiene implicaciones adversas al 

funcionario, sin atender circunstancias particulares que como en este caso acontece 

con el cambio de titular del despacho. Lo anterior, llevaría al absurdo de que un juez 

que llega a desempeñar el cargo faltando escasos días para el vencimiento del 

término otorgado en la norma previamente citada y que ya hubiere sido prorrogado 

por su antecesor, le generaría graves consecuencias en su calificación de 

desempeño por una conducta que no le es endilgable. También se puede presentar 

la indeseable consecuencia que genere la pérdida de competencia de manera 

desmedida, que conlleve a la congestión de los despachos que sigan en turno, ya 

que no se puede desconocer la actual situación en la que se encuentra la Rama 

judicial en nuestro país, frente alta carga de procesos que los funcionarios tienen 

para resolver.  Es necesario recordar que el objeto de las nulidades procesales se 

encamina a que sea una medida de última ratio debido a los efectos adversos que 

ella genera para los usuarios de la administración de justicia y que repercute en una 

mayor demora en resolver los procesos a su cargo, es por ello que se hace 

indispensable agotar todos los mecanismos indispensables para evitar una 

perjudicial medida procesal, tales como las medidas de saneamiento. (…)”  

 

4. En sub examine, la demanda llegó a esta sede judicial proveniente del 

reparto el 18 de noviembre de 20222, como se observa:  

 

 
 

4.1. Así las cosas, los seis meses de que habla la precitada norma corren de 

la siguiente manera del 18 de noviembre al 19 de diciembre transcurrió 1 mes 

 
2  CuadernoSegundaInstancia PDF 12Secuencia pág. 3. Es de resaltar que el expediente digital fue dejado 
inadecuadamente en una carpeta que no le correspondía por la empleada del momento, motivo por el cual no se tuvo 
conocimiento que no se había emitido ninguna determinación en el asunto sub-examine. 
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y un día, del 11 de enero al 25 de mayo transcurrieron 4 meses, esto 

atendiendo que entre el 20 de diciembre de 2022 y el 10 de enero de 2023 y 

entre el 1 y el 7 de abril de 2023 no corrieron términos, habiendo transcurrido 

a la fecha 5 meses y un día, coligiéndose sin lugar a equívocos, que los 6 

meses no han fenecido en el presente asunto. 

 

4.2. Con todo, téngase en cuenta que dada la incapacidad del juez titular 

concedida a través de resolución núm. 246 de 18 de mayo del año en curso a 

partir del día 13 de mayo de los corrientes, se me ratifica el nombramiento 

como juez 15 Civil del Circuito del Distrito Judicial de Bogotá por el término 

que dure la incapacidad médica del funcionario que ejerce el cargo en 

propiedad.  

 

 
 

4.3. Bastan estas consideraciones para negar la solicitud de pérdida 

automática de competencia, al no estar vencidos los 6 meses de que habla la 

norma en cita. 

 

5. Ahora bien, en aras de no caer en la nulidad de lo actuado en el presente 

proceso y conforme la disposición del artículo 121 inciso 5º del Estatuto 

Procesal Civil, el despacho prórroga el término de la competencia de esta 

Sede Judicial, en el proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la 

fecha de vencimiento de los mismos, esto es, desde el 10 de junio hogaño, 

atendiendo que, desde cuando tomé posesión del cargo, esta célula judicial 

presentaba un atraso en todos los perfiles laborales (calificación demandas, 

autos interlocutorios, apelaciones de auto, apelaciones de sentencia, 

audiencias, autos de trámite, entre otros) razón esta por la que, se toma esta 

determinación.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado; RESUELVE: 

 

 

PRIMERO: NEGAR la solicitud del apoderado judicial de demandante Isabela 

Martínez Fabregas, de pérdida automática de competencia, conforme a la 

parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: PRORROGAR el término de la competencia de esta Sede 

Judicial, en el proceso de la referencia, por seis (6) meses, a partir de la fecha 
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de vencimiento del artículo 121 del Código General, esto es desde el 10 de 

junio hogaño, atendiendo la parte considerativa de esta determinación. 

 

TERCERO: En firme esta providencia, reingrese el expediente al despacho 

para resolver lo que en derecho corresponda. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

 

 

 

 

 

 

 

  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 

Juez 

(2) 
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 
 

Proceso:  Verbal          
Demandante:  Isabela Martínez Fabregas       
Demandado;  Seguros Generales Sura    
Radicado:  11001319900320210515601  
  
   

Encontrándose reunidos en el presente asunto los requisitos del artículo 322 

del C.G.P., en concordancia con el artículo 325 ídem, el Juzgado DISPONE: 

 

1. ADMITIR el recurso de apelación, en el efecto DEVOLUTIVO, interpuesto 

por la apoderada judicial de  Seguros Generales Sura, contra la sentencia 

proferida en audiencia el 16 de junio de 20221, por la Superintendencia 

Financiera de Colombia – Delegatura para Funciones Jurisdiccionales. 

 

2. La apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) 

días siguientes a la ejecución de este proveído, so pena de declararse desierto 

(Art. 12 Ley 2213 de 2022). 

 

3. Del escrito de sustentación se le correrá traslado a la parte contraria por el 

término de cinco (5) días. Para tal fin, la apelante debe acreditar la remisión 

del escrito vía correo electrónico a su contra parte, allegando prueba del acuse 

de recibido o del medio que permita constatar el acceso del destinatario al 

mensaje (parágrafo Art. 9º ídem).  

 

4. Vencido el término de traslado ingrésese el expediente al despacho a fin de 

proferir la sentencia de segunda instancia por escrito, si a ello hubiere lugar.  

 

 
NOTIFÍQUESE,  

 
 

 
 
 
 
  

 
 

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 
(2) 

 
 

 
1  CuadernOPrincipal PDF 72 a 74 Audiencia con sentencia.   
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de mayo dos mil veintitrés (2023) 
 
Referencia:   Ejecutivo   
Demandante: Linda Marcela Castro Castañeda 
Demandado: Carlos Alberto Andrade Monsalve    
Radicado:  11001310301520220043700 
Proveído:  Tiene por notificado  
 
1. Para los fines legales a que haya lugar, téngase en cuenta que el ejecutado  
Carlos Alberto Andrade Monsalve se notificó conforme las disposiciones del 
artículo 8º de la ley 2213 de 20221, quien recibió el correo electrónico el 26 de 
enero de 20232, entendiéndose notificado el 31 de enero de 2023 y corriendo 
el término los días 1, 2, 3, 6, 7, 8, 9, 10, 13 y 14, ello conforme las disposiciones 
del inciso 3º del artículo 8 de la ley 2213 de 2022 
 
1.1. En línea con lo anterior, es menester resaltar que el recurso de reposición 
contra la orden de apremió debió presentarse en los días 1, 2 y 3 de febrero 
hogaño, empero, revisado el expediente se evidencia que se radicó el 17 de 
febrero de 20233, como se observa:  
 

 
 
1.2. Destáquese que las excepciones previas deberán alegarse como recurso 
de reposición contra la orden de apremió (núm. 3º Art.442 CGP) el cual debió 
presentarse en los días 1, 2 y 3 de febrero hogaño, empero, revisado el 
expediente se evidencia que la excepción previa se radicó el 17 de febrero de 
20234, como se observa:  
 

 
1  PDF 010SoporteNotificación 
2  PDF 010 SoporteNotificación 
3  PDF014RecursoReposición 
4  PDF015ExcepciónPrevia 



                                                                                        

 

                                                                                                                                                          

LANC 
(Proyectado) 

 

 
 
1.3. Nótese que el escrito contentivo de las excepciones de merito se radicó el 
28 de febrero de 20235, siendo el plazo máximo para su radicación el 14 de 
febrero de los corrientes. 
 
1.4. Conforme lo expuesto, el despacho no tendrá en cuenta por 
extemporáneos el recurso de reposición contra la orden de apremió, las 
excepciones previas y las excepciones de mérito. 
 
2. Se reconoce a Luis Fernando Abril Clavijo como apoderado judicial de 
Carlos Alberto Andrade Monsalve en los términos y para los fines del poder 
conferido6. 
 
3. Conforme las disposiciones del artículo 286 del Código General del Proceso 
que permite corregir los yerros aritméticos, se procede a enmendar el 
encabezado del auto adiado 23 de enero hogaño7, en el sentido de indicar que 
el año de la providencia es dos mil veintitrés (2023), más no como allí se indicó. 
En todo lo demás, manténgase incólume la determinación adoptada. 
Notifíquese esta decisión a las partes por estado, atendiendo que el ejecutado 
ya se encuentra notificado. 
 
4. En firme el presente proveído, ingrese al despacho para continuar con el 
trámite que en derecho corresponda. 
 
 
NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 
 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 
(2) 

 
5  PDF 016ContestaciónDemanda 
6  PDF 011PoderySolicitudLink pág.2 
7  PDF 009AutoLibraMandamiento 
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 
JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintitrés (2023)  
 
Proceso:  Ejecutivo      
Demandante: Acerias Paz del Rio S.A.  
Demandado: Promotora Apotema S.A.S.  
Radicado:   11001310301520230012000 
 

 
Procede el Despacho a resolver el recurso únicamente de reposición 
interpuesto por  el gestor judicial de la parte ejecutante1, contra el auto adiado 
9 de marzo de 20232, mediante el cual se negó la orden de apremió3. 

 
I. FUNDAMENTO DEL RECURSO: 

 
1. El recurrente alega vía reposición4  no compartir la decisión del despacho, 
pues en su sentir, no es procedente el rechazo de la demanda conforme el 
artículo 90 del Código General del Proceso, máxime porque el documento 
aportado presta merito ejecutivo, sin embargo, el despacho echa de menos el 
RADIAN, lo que en sano criterio no daría para negar el mandamiento de pago 
sino para subsanar la exigibilidad del titulo ejecutivo y adjuntó certificación de 
acuse de recibo que solicita el despacho para proferir el mandamiento de pago. 
 

II. CONSIDERACIONES: 
 
2. De entrada se advierte, que la decisión materia de reparo SE MANTENDRA 
INCOLUME por las siguientes razones:  
 
2.1. Los documentos allegados como base de la ejecución –facturas 
electrónica de venta–, no cumplen con las exigencias contempladas por el 
artículo 422 del Código General del Proceso y la Resolución núm. 042 de 2020 
emanada de la Dirección de Impuestos de Aduanas Nacionales –DIAN–, 
expedida en virtud del canon 2° del Decreto 358 de 2020, para ser considerado 
como un título valor. 
 
2.2. En efecto, las facturas adosadas como báculo de acción no cuentan en 
estrictez con los requisitos previstos en los numerales 6, 7, 14, 16 y 17 del 
artículo 11 de la señalada resolución, ni lo normado en la Resolución 000085 
del 8 de abril de 2022, antes Resolución 000015 del 11 de febrero de 2021, 
preceptos 3 y 5, en tanto no se acreditó la validación de la factura electrónica 
de venta para la DIAN, esto último, en armonía con lo preceptuado por el 
artículo 616-1 del Estatuto Tributario. 
 
2.3. Particularmente, se desatiende lo previsto en el numeral 7° ibidem ya que 
la factura electrónica, constituye un título valor que para su cobro compulsivo 
requiere forzosamente el concurso del formato electrónico de generación junto 
con el documento electrónico de validación previa de la DIAN (STC13760-
2021). 
 

 
1  PDF 008RecursoReposición 
2  PDF007AutoNiegaMandamiento 
3  PDF007AutoNiegaMandamiento 
4  PDF 008RecursoReposición 
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2.3.1. En este punto debe resaltarse que el gestora judicial de la parte 
ejecutante allegó con el escrito de la demanda únicamente las 
representaciones graficas de las facturas electrónicas como se observa:  
 

 
 
2.3.2. Y con el recurso de reposición adjuntó la aceptación expresa de la 
factura electrónica de venta:  
 

 
 
2.3.3. Iterese que, en torno a la obligatoriedad de el título de cobro expedido 
por el registro la Corte señaló:  
 

“Despuntó que «es claro entonces, que la acción cambiaria no se ejerce con 
base en la factura electrónica, sino con el título de cobro que expide el registro, el 
cual, teniendo el carácter de título ejecutivo, le permite hacer efectivo su derecho de 
acudir a su ejecución ante la jurisdicción a través de las acciones cambiarias 
incorporadas en el título valor electrónico» (…)”.5 

 
“(…) Así las cosas, concluyó que, si bien obra en el plenario prueba de la 

remisión de las facturas a la ejecutada y su correspondiente recepción, lo cierto es 
que tales documentos no cumplen las exigencias solemnes y formales del «título de 
cobro» resultando imposible su convalidación por otro medio diferente al previsto por 
el legislador, ya que «los documentos radicados en las instalaciones de la 
demandada, pasan a ser meras impresiones de las facturas que obran en el registro 

 
5  Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil M.P. Francisco Ternera Barrios; Radicación núm. E 
11001-02-03-000-2020-00101-00 
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de facturas electrónicas». Finalmente, dedujo que resulta inocuo el abono referido por 
la ejecutante en pro del ejercicio de la acción cambiaria. 6“  

 
2.3.4. En el mismo sentido la sentencia STC13760-2021 indicó:  
 

«(…) se advierte que  las facturas adosadas, de ninguna manera, contrario a 
lo manifestado por el censor, son electrónicas, pues la factura electrónica no es que 
se remita un formato de factura por correo electrónico, es decir que, en estrictez, la 
acción cambiaria no se ejerce con la factura electrónica en sí misma considerada, 
sino con el título de cobro que expide el registro, de manera que ello lo confirma el 
inciso 5° del artículo 2.2.2.53.13 del Decreto 1349 de 2016, en el que se precisa que 
“ante el incumplimiento de la obligación de pago por parte del adquirente/pagador, el 
emisor de la factura electrónica como título valor que no la hubiese inscrito en el 
registro para permitir su circulación, podrá inscribirla en el mismo con el objeto de 
solicitar la expedición de un título de cobro que, teniendo el carácter de título ejecutivo, 
le permita hacer efectivo su derecho a acudir a su ejecución ante la jurisdicción a 
través de las acciones cambiarias incorporadas en el título – valor electrónico. 

 

2.4. Así, al verificarse la ausencia del formato electrónico de generación junto 
con el documento de validación que acompañe las representaciones de las 
facturas, que no corresponde a la aceptación expresa de la factura electrónica 
de venta, en manera alguna constituyen título ejecutivo cuyo cobro judicial 
pueda adelantarse, pues el mismo no es la factura electrónica sino una simple 
representación de la misma, circunstancia que de suyo impide librar la orden 
de apremio solicitada. 
 
2.5. Finalmente, respeta el despacho la postura del gestor judicial ejecutante 
en torno a considerar la ausencia del titulo base de cobro como una causal de 
inadmisión, empero no la comparte, en tanto la ausencia del documento 
compulsivo da lugar a la negativa in limine de la orden de apremió. 
 
2.6. Por lo brevemente expuesto y en razón a que, como se indicó, las facturas 
aportadas carecen de los requisitos establecidos por la norma para tener 
aquéllas como un título valor en favor del demandante, al no adosarse el titulo 
de cobro que expide el registro, se mantendrá incólume la decisión adoptada 
mediante auto fechado nueve (9) de marzo 2023. 
 
Por lo discurrido, el Juzgado 15 Civil del Circuito de Bogotá D.C., 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: MANTENER INCOLUME el auto nueve (9) de marzo 2023.7, por 
lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE,  
 
 
 
 

 
 
 
  

ORLANDO GILBERT HERNÁNDEZ MONTAÑÉZ 
Juez 

 

 
6  Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil M.P. Francisco Ternera Barrios; Radicación núm. E 
11001-02-03-000-2020-00101-00 
7  PDF 007AutoNiegaMandamiento 


